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INFORME DEL PRESIDENTE DEL CONSEJO PERMANENTE SOBRE LA
IMPLEMENTACIÓN DE LA RESOLUCIÓN AG/RES. 2057 (XXXIV-O/04)
”ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA:  FORTALECIMIENTO
DE LA DEMOCRACIA”

Este documento refleja  las actividades realizadas por  los distintos órganos de la OEA relativo al tema  “Acceso a la Información Pública: Fortalecimiento de  la Democracia”.
Una preocupación constante de los Estados del sistema interamericano es el tema del acceso a la información pública por parte de los ciudadanos, tanto desde el punto de vista de su contribución al fortalecimiento de la democracia como desde la perspectiva del respeto a los derechos humanos. 

Según aparece en el Informe del Relator  Especial para la Libertad de Expresión, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, CP/doc. 3780/03
, “el acceso del público a  la información en poder del Estado no es sólo un instrumento práctico que fortalece la democracia y promueve la justicia en el ámbito socio-económico, sino que es también un derecho humano protegido por el derecho internacional”. De la misma manera, en lo que se refiere a  la importancia del tema en relación con la protección de la democracia en el hemisferio, la Carta Democrática Interamericana es concluyente al afirmar en su Artículo 4: “Son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de prensa”. 

Las declaraciones, resoluciones, mandatos e instrumentos internacionales que han surgido a partir del interés de atender los asuntos relativos al acceso a la Información pública son evidencia de la importancia que conceden al tema los gobiernos de la región. Entre ellos se pueden mencionar los siguientes: AG/RES. 1395 (XXVI-0/96) sobre acceso a la información y protección de los datos personales; AG/RES.1932 (XXXIII-O/03), en la que se reafirma lo postulado en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 sobre la libertad de pensamiento y expresión de las personas, y se reitera la vinculación entre la libertad de acceso a la información pública y el cabal ejercicio de la democracia; el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas señala, por su parte, la necesidad de asegurar la aplicación igualitaria para todos de las legislaciones nacionales relativas a la libertad de expresión y acceso a la información; la Declaración de Nuevo León establece la importancia de fortalecer la “cultura de la transparencia”, indispensable para defender la gobernabilidad democrática, así como el compromiso de los gobernantes de las Américas por impulsar el acceso a la información en poder del Estado dentro del respeto a las normas constitucionales y legales incluidas la privacidad y la confidencialidad. 

La AG/RES. 2057 (XXXIV-O/04), a su vez, reafirma todo lo anterior y enfatiza el hecho de que “la democracia se fortalece con el pleno respeto a la libertad de expresión, al acceso a la información pública y a la libre difusión de las ideas” y señala además, la contribución de los distintos sectores de la sociedad, a través de la difusión de información pública, a la tolerancia de todas las opiniones, la cultura de la paz y el fortalecimiento de la gobernabilidad democrática. Por último, la AG/RES. 2057 (XXXIV-O/04) reitera la obligación, por parte de los Estados miembros, de “respetar y hacer respetar el acceso a la información pública a todas las personas y de promover la adopción de disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para asegurar su reconocimiento y aplicación efectiva.” También alienta a los Estados Miembros a que, “de acuerdo con el compromiso asumido en la Declaración de Nuevo León y con el debido respeto a las normas constitucionales y legales, elaboren y/o adapten, de ser el caso, los respectivos marcos jurídicos y normativos para brindar a los ciudadanos el amplio acceso a la información pública.”

La mencionada Resolución AG/RES. 2057 (XXXIV-O/04) hace alusión al trabajo que adelantan distintos órganos de la OEA, entre los que se incluyen la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), la Unidad para la Promoción de la Democracia ( DADP ), actualmente el Departamento de Asuntos Democráticos y Políticos (DADP), el Comité Jurídico Interamericano (CJI), la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Oficina del Relator Especial para la Libertad de Expresión, las cuales se han ocupado, de distintas maneras, de contribuir a los objetivos de promover y facilitar el acceso a la información pública. Algunos de los esfuerzos realizados por estas y algunas otras áreas de la Organización se mencionan a continuación. 

Oficina del Relator Especial para la Libertad de Expresión
 

El trabajo que adelanta la Oficina del Relator Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se ha encaminado hacia la tarea permanente por garantizar y ampliar el acceso a la información pública en las Américas. Dicha labor se realiza en el entendido de que su implementación efectiva constituye la piedra angular para la consolidación del derecho a la libertad de expresión, y ofrece un marco para el establecimiento de políticas de transparencia necesarias para fortalecer la democracia.

 

Legislación y prácticas existentes en los Estados miembros de la OEA con respecto al acceso a la información
 
En cumplimiento de los mandatos impartidos por los Jefes de Estado y de Gobierno en la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en ciudad de Québec, en abril de 2001,
[1]  el Relator Especial de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) para la Libertad de Expresión ha iniciado un ejercicio anual para monitorear la adopción de nuevas leyes y sistemas reglamentarios, vinculados a la garantía del derecho a la libertad de información en los Estados miembros de la OEA.  

 

Con este fin, la Oficina publicó en 2001 un “Informe sobre la acción de habeas data  y el derecho de acceso a la información en el Hemisferio”.
[2]  Este informe contiene una enumeración de la legislación y las prácticas existentes en los Estados miembros de la OEA con respecto al derecho al acceso a la información y el recurso de habeas data
[3].  

 

De acuerdo con lo establecido por la Resolución AG/RES 1932 (XXXIII-O/03) en su párrafo 6,  la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a través de la Relatoría para la Libertad de Expresión, incluyó en su informe anual correspondiente al año 2003 un resumen de la situación de los Estados miembros en relación con el derecho a la libertad de información, en un empeño por dejar constancia de la evolución de los Estados en esta esfera. De igual modo, y en cumplimiento de otra resolución aprobada por la AG en 2004, en el informe anual correspondiente a ese año se actualizó la situación sobre la legislación de acceso a la información en el hemisferio.
 

El 11 y 12 de diciembre de 2002, la Oficina del Relator Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH colaboró con el Diálogo Interamericano
[4] en una conferencia sobre acceso a la información, áreas de la promulgación, aplicación o interpretación de la legislación sobre acceso a la información en la región.
[5] Esta conferencia se celebró en Buenos Aires, Argentina, con el propósito de cooperar en la tarea del Diálogo Interamericano de impulsar la democracia en América Latina y el Caribe. Con posterioridad a esa fecha, la Relatoría ha participado en otros eventos relativos a la materia. Las actividades de la Relatoría pueden encontrarse en los respectivos informes anuales. Durante el año 2005 la Relatoría participó en el foro regional “Acceso a la información pública: retos para el derecho de acceso a la información en el continente” celebrado en la ciudad de Lima, Perú;  y en la “Tercera Conferencia Mundial de Comisionados de Información”, celebrada en la ciudad de Cancún, México. Los documentos surgidos de ambos eventos pueden ser de utilidad para las actividades futuras. 

 

Propuestas para promover la realización de seminarios y foros sobre el tema de 

Información Pública

 

Atendiendo la solicitud del Presidente del Consejo Permanente de la OEA, en agosto de 2003, la Oficina del Relator Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH preparó un documento que incluye propuestas para el cumplimiento, por parte del Consejo, del párrafo 5 de la Resolución AG/RES 1932. (XXXIII-O/03) en la que se encomendaba a dicho Consejo “promover la realización de seminarios y foros conducentes a promover, difundir e intercambiar experiencias y conocimientos relativos al acceso a la información pública con el fin de contribuir con los esfuerzos de los Estados miembros en su plena implementación”.  

Comité Jurídico Interamericano 

En la AG/RES. 2057 (XXXIV-O/04) se hace referencia al estudio “Derecho de la Información: Acceso y Protección de la Información y Datos Personales” CJI/doc.45/99, CJI/doc.25/00 rev.1, el cual publicó el Comité Jurídico Interamericano en su Informe Anual 2000. Este estudio fue preparado por el doctor Jonathan Fried, relator del tema durante el LVII período ordinario de sesiones del CJI., e incluye un resumen sobre los principios aplicables y las consideraciones más relevantes en relación con las leyes y reglas nacionales de los Estados miembros de la OEA sobre la materia, así como las normas internacionales tanto interamericanas como universales y europeas relativas al tema del Acceso a la Información. 

Posteriormente, durante su LXV período ordinario de sesiones (Rio de Janeiro, agosto, 2004), el Comité Jurídico Interamericano tuvo ante si el documento CJI/doc.162/04, Derecho de la información: Acceso y protección de la información y datos personales, presentado por el doctor Alonso Gómez Robledo. El relator del tema subrayó en dicho informe la interdependencia entre la rendición de cuentas y la transparencia en el ejercicio de la democracia, y el Comité le solicitó la presentación de una actualización del informe del doctor Jonathan Fried antes mencionado.

Secretaría Técnica de Mecanismos de Cooperación Jurídica de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos

En 1996 los Estados del hemisferio adoptaron la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) y más tarde, mediante la adopción del Documento de Buenos Aires,  estructuraron y crearon un mecanismo que, dentro sus propósitos tiene el seguimiento del cumplimiento de sus principales disposiciones, por parte de los países que forman parte del mismo.

Al inicio de su primera ronda, el Comité adoptó un cuestionario al que se comprometieron a contestar los países y que serviría como fundamento del análisis que realizaría el mismo Comité. También se previó la participación que tendría la sociedad civil dentro de este proceso para presentar información adicional y complementaria relacionada con las preguntas de este cuestionario.  Se estableció que los informes por país deberían referirse a la descripción del marco jurídico vigente e incluir un análisis técnico y objetivo de la adecuación de esa legislación según las normas y principios de la CICC, de los mecanismos que hacen efectivas estas normas y de los resultados concretos que se han obtenido en su implementación.  Su capítulo final está dedicado a formular las recomendaciones concretas que, según el criterio del Comité, se consideren necesarias a fin de que el Estado Parte analizado adapte su marco jurídico a las disposiciones de la CICC que son objeto de análisis.

Asimismo, durante esta primera ronda de análisis, el comité de expertos delimitó cinco materias para tener en cuenta en el proceso, las cuales se describen en el artículo III de la CICC que se refiere a las medidas preventivas para detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en la función pública.  Entre los temas seleccionados por el Comité se incluyó el  “Acceso a la Información pública”, el cual forma parte del análisis que se realiza sobre la “Participación de la Sociedad Civil” y los mecanismos para estimular su participación en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción (artículo III, párrafo 11 de la CICC).

De acuerdo con la Metodología de trabajo adoptada por el Comité, durante el análisis de este tema se examinan los mecanismos que regulan y facilitan el acceso de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales a la información en poder o bajo el control de las instituciones públicas, teniendo en cuenta que la posibilidad de obtener esa información es condición indispensable para que puedan participar en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción.

A la fecha de este informe el Comité ha adelantado el análisis correspondiente a los siguientes ocho Estados Parte: Argentina, Chile, Colombia, Ecuador, Nicaragua, Panamá, Paraguay y Uruguay y los informes adoptados aparecen publicados en la página Internet del mecanismo: http://www.oas.org/juridico/spanish/seguimiento_corr.htm. Durante el próximo mes de julio, se efectuará la VI Reunión Ordinaria del Comité durante la cual se  prevé realizar el análisis de los siguientes cuatro países: Bolivia, Costa Rica, Perú y Venezuela.

A continuación se presenta un resumen del tipo de recomendaciones en relación con el tema sobre el acceso a la información pública que ha formulado el comité de expertos en los informes de los ocho países que hasta la fecha han sido analizados, las cuales se refieren principalmente al establecimiento e implementación de mecanismos que faciliten y garanticen el acceso a la información en poder o bajo el control de las instituciones públicas:

· Regular el acceso a la aludida información, teniendo en cuenta la importancia de eliminar los obstáculos que impidan la participación efectiva de los ciudadanos en la vida política, económica y social del país. Esto implica que sólo de manera excepcional y mediante la expresa clasificación legal de reservada podría impedirse el acceso a dicha información.

· Regular la manera en la que se deben atender las solicitudes de información, considerando el derecho de los ciudadanos de obtener una pronta solución o respuesta y a que se les comunique lo resuelto en los plazos que la ley establezca.  Para concretar esto se considera necesario, y así lo recomienda el Comité, que se determinen los funcionarios o instancias que en los diferentes órganos del Estado deben resolver las peticiones de información, se fijen los plazos para hacerlo y se contemple el requerimiento de que la decisión sea motivada y pueda ser recurrida por el peticionario ante una instancia diferente.

· Establecer fuentes públicas de información a través de las cuales se divulgue la información en poder o bajo el control de las instituciones públicas que no tenga el carácter legal de reservada, para lo cual se considera necesario que se disponga legalmente que dicha información, cuando su trascendencia y características lo ameriten, sea dada a conocer al público en general o puesta a su  disposición,  utilizando medios de comunicación adecuados tales como radio, prensa, televisión, Internet, o centros de información o documentación.

· Establecer  sanciones para los infractores de las normas atinentes al acceso a la información, y un procedimiento ágil que permita imponerlas cuando haya lugar sin que el exceso de formalismos lo impida.

· Diseñar e implementar un sistema de procesamiento de datos que genere indicadores para evaluar los resultados objetivos de las disposiciones y medidas que se adopten en materia de acceso a la información en poder o bajo el control de las instituciones públicas. Para estos efectos, se recomienda que dicho sistema se diseñe e implemente de manera que pueda reportar datos como los siguientes: número de solicitudes de información presentadas y porcentaje de las tramitadas, aceptadas y denegadas; frecuencia de utilización de medios masivos o electrónicos de comunicación para divulgar información oficial;  y  sanciones impuestas a los infractores de las normas que regulen el acceso a la información.

Otras actividades desarrolladas por la Secretaría son las siguientes:

· En atención a los compromisos asumidos por los Jefes de Estado y de Gobierno en las Cumbres de las Américas y de la Asamblea General de la Organización, esta Secretaría ha promovido la firma y ratificación de la CICC y la adecuación de las legislaciones de los Estados a las disposiciones previstas en la misma, con el fin de facilitar su aplicación en casos concretos.

· Una de las iniciativas promovidas, en la cual expresamente se trató el tema de acceso a la información pública, tiene relación con el proyecto dirigido a los países de Centro América (Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua), tendiente a promover la adecuación de su legislación interna en relación con algunas de las medidas preventivas establecidas en el artículo tercero de la CICC. Entre estas medidas, se consideró el acceso a la información pública y al respecto se desarrolló una Legislación Modelo Sobre Acceso a la Información Administrativa para la Prevención de la Corrupción. 

Departamento de Asuntos Democráticos y Políticos
Como se mencionó al inicio de este documento, existe una clara visión por parte de la Organización en cuanto a la estrecha relación entre el acceso a la información pública y el fortalecimiento de la democracia. En ese sentido, la Departamento de Asuntos Democráticos y Políticos contribuye, en particular, con actividades encaminadas a promover la transparencia y el control de procesos e instituciones democráticas. 

Entre esas actividades se pueden enumerar las siguientes:

· Brinda apoyo a los países miembros que lo soliciten en cuando a la modernización de los registros civiles y electorales, los cuales contribuyen a la transparencia y efectividad de la función del Estado en materia de registros. De la misma manera, presta asesoría en actividades relacionadas con los sistemas de cómputo de votos y de transmisión de resultados, contribuyendo así a la transparencia de los procesos electorales. 
Transparencia, Financiación de campañas y partidos políticos.
 

· El Foro Interamericano sobre Partidos Políticos (FIAPP) ha puesto a disposición de los países miembros de la OEA un análisis comparativo sobre las condiciones de acceso a los medios de comunicación en los 18 países de América Latina y los 14 asociados a CARICOM.  El estudio aborda desde una perspectiva legal y práctica temas como la libertad de información, las iniciativas de autoregulación en los medios y la aplicación del derecho de réplica en los diferentes países.  Adicionalmente, brinda un diagnóstico actualizado y algunas recomendaciones para el tratamiento del financiamiento político, las encuestas, las franjas y la relación con los partidos políticos tanto en época de campañas electorales, como en períodos interelectorales.  Los diferentes capítulos del estudio se encuentran disponibles en el sitio de Web del FIAPP www.upd.oas.org/fiapp. 
 

· En coordinación con USAID el FIAPP ha publicado un trabajo denominado "Guía para fomentar la transparencia en las democracias emergentes".  A partir del análisis de la legislación sobre acceso a la información y financiamiento político, este trabajo busca brindar alternativas para incrementar los niveles de rendición de cuentas y divulgación de los ingresos y gastos que tienen lugar en las campañas electorales y el funcionamiento ordinario de los partidos políticos.  El informe también ha sido útil para capacitar a distintas autoridades electorales y organizaciones de la sociedad civil en sus labores de control y vigilancia de las diferentes finanzas de la actividad política.
Fortalecimiento de Instituciones Legislativas
· Congreso electrónico (e-congreso) El DADP, conjuntamente con el Foro de Presidentes de los Poderes Legislativos de Centroamérica y la Cuenca del Caribe (FOPREL), el Instituto Centroamericano de Estudios Legislativos (ICEL) y los Congresos Nacionales de Centroamérica, tiene previsto apoyar la modernización y actualización de los sistemas tecnológicos e informativos de los congresos centroamericanos (sujeto a la disponibilidad de fondos). El proyecto de cooperación incluirá componentes institucionales, técnicos y administrativos en materia de información pública y participación ciudadana para fortalecer los poderes legislativos.  Entre dichos componentes se incluyen mecanismos por medio de los cuales los legisladores pueden obtener la información para el cumplimiento de sus funciones y mecanismos de soporte para que los ciudadanos puedan obtener información de la gestión legislativa tales como portales legislativos y sistemas de información legislativa, así como cooperación inter-parlamentaria regional en la materia.

· El DADP realizará el proyecto regional para fortalecer el papel de las asambleas legislativas en la lucha contra la corrupción (sujeto a la disponibilidad de fondos) en el marco del fortalecimiento estratégico de las instituciones legislativas en la lucha contra la corrupción. El proyecto incluye, entre otros ejes de acción, el fortalecimiento de la rendición de cuentas y la transparencia parlamentaria a través de la interrelación con la sociedad civil; fortalecimiento del papel estratégico del parlamento sobre su función de control político y fiscalización y apoyo tecnológico para el fortalecimiento de los poderes legislativos en la lucha contra la corrupción.

· La publicación “Informática, Internet y Política” se ocupa de la aplicación de las nuevas tecnologías de la información y comunicación (TICs) en el quehacer político, incluyendo su potencial y uso por organizaciones no gubernamentales, gobiernos centrales y locales, partidos políticos, campañas electorales y otros.

· El DADP realizó el entrenamiento comunicacional de actores estratégicos del gobierno paraguayo y  facilitó la elaboración de lineamientos generales de la estrategia de comunicación institucional de la Secretaría de Acción Social de la Presidencia de la República del Paraguay (SAS). La cooperación técnica puso a disponibilidad de las autoridades y los funcionarios correspondientes las herramientas necesarias para mejorar la comunicación institucional de la SAS –en el ámbito de los tres poderes del Estado, la sociedad civil y los ciudadanos- para facilitar el conocimiento de los esfuerzos del gobierno paraguayo en la lucha contra la pobreza de conformidad con la “Estrategia Nacional de Lucha contra la Pobreza y la Desigualdad”.  


El Seminario Interamericano sobre Democracia Electrónica se ha concebido como una iniciativa para promover el intercambio de conocimientos, experiencias y mecanismos para hacer uso de las tecnologías de la información y comunicación (TICS). Con este seminario, cuya realización está sujeta a disponibilidad de fondos, se pretende fomentar la participación ciudadana e incrementar la coordinación, transparencia y participación política de los diferentes actores de la democracia.
· El DADP continuó apoyando al Instituto Centroamericano de Estudios Legislativos (ICEL) en el seguimiento de las investigaciones sobre parlamentos y medios de comunicación.

· El compendio sobre “Control Político y Fiscalización Presupuestaria: Un Análisis Parlamentario en 11 países de América Latina” es una guía estratégica a disposición de los parlamentarios en sus esfuerzos de mejorar su capacidad técnica en el proceso de control político, fiscalización presupuestaria, transparencia del trabajo en la función pública, rendición de cuentas y lucha contra la corrupción.

· El Manual de Relaciones de los Poderes Legislativos con la Prensa sirve de guía estratégica para uso de parlamentarios en sus esfuerzos de mejorar su capacidad de relaciones con los medios de comunicación y la sociedad.

secretaría ejecutiva para el desarrollo integral
Obedeciendo los mandatos de las Cumbres de las Américas de la Ciudad de Québec y de Nuevo León, así como las prioridades del Plan Estratégico del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral ha enfocado sus actividades relativas al acceso a la información en el tema de Gobierno Electrónico (“e-government”) a los niveles nacional y subnacional.  El objetivo del programa es ofrecer asistencia a instituciones públicas en el diseño e implementación de estrategias que integren las tecnologías de la información y la comunicación (TICs) a las operaciones gubernamentales.  

Dichas estrategias se orientan hacia la consecución de una relación más eficiente y transparente entre el gobierno y los ciudadanos. Para lograr ésto, la SEDI está desarrollando sus actividades apoyándose en tres pilares fundamentales: cooperación horizontal, participación del sector privado y fortalecimiento de capacidad humana. El primero de ellos cuenta con el portafolio regional sobre mejores prácticas en gobierno electrónico, disponible en línea, que se ha utilizado como referencia para la construcción de capacidades, el desarrollo de misiones de asistencia técnica y el apoyo en la realización de proyectos. En 2004 se consolidó la Red de Líderes en gobierno electrónico de América latina y el Caribe (Red GEALC, www.redgealc.net) que favorece el intercambio y la colaboración entre los encargados de este tema al nivel central en la región. Dicha RED, cuenta además con su propio mecanismo de financiación del intercambio de expertos entre los países, FOCOH (Fondo de Cooperación Horizontal). El curso en línea sobre estrategias de gobierno electrónico de la SEDI, ofrecido a través del portal educativo de las Américas y desarrollado con bases a experiencias exitosas en la región ya tiene más de 650 alumnos de 21 países de la región, que se mantienen intercambiando conocimiento y experiencias de forma permanente en el Foro e-Gobierno de la OEA.

En 2004 el trabajo en gobierno electrónico al nivel municipal comenzó en el marco del programa MuNet (Municipios eficientes y transparentes) que recibe apoyo de la Agencia Canadiense de Desarrollo Internacional (ACDI) y de la Corporación Andina de Fomento (CAF).  Bajo MuNet la SEDI esta brindando apoyo a 22 municipios de la región andina y de Centroamérica en el desarrollo y la implementación de estrategias de gobierno electrónico.

Adicionalmente, en colaboración con la Organización universitaria interamericana, el Instituto para la Conectividad en las Américas y el Banco Interamericano de Desarrollo se creó en 2004 la Red Interamericana de Formación en Gobierno Electrónico (RIFGE) para favorecer la capacitación de funcionarios públicos en este tema.

Durante el 2004, la SEDI coeditó con FLACSO (Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales) el libro América Latina Puntogob, que muestra un panorama de los avances del e-Gobierno en la región y constituye una herramienta de apoyo técnico para los responsables de gobierno electrónico.

Asimismo, con el propósito de brindar asesoría a los gobiernos de la región, la SEDI ha firmado varias alianzas con socios claves del sector privado como Microsoft, Axesnet (Colombia), SONDA (Chile) y Vesta (Brasil).

Oficina de Educación, Ciencia y Tecnología 

En la Cumbre Extraordinaria de las Américas, de Monterrey, México, realizada en enero de 2004, los líderes del hemisferio se comprometieron a incrementar “El acceso y la divulgación de información sobre nuestros sistemas educativos, con el objeto de mejorar su desempeño”. Además, acordaron que todos los países divulgarán públicamente informes sobre sus sistemas educativos antes de la próxima Cumbre de las Américas, a realizarse en Buenos Aires, en noviembre de 2005.

 

Para dar respuesta a los mandatos educativos contemplados en la Cumbre de las Américas de Monterrey, la Comisión Interamericana de Educación (en especial Estados Unidos, México, y Canadá) y la Oficina de Educación, Ciencia y Tecnología, en conjunto, desarrollaron un cuestionario sobre prácticas actuales de divulgación educativa, que tiene el objetivo de identificar y de aprender más sobre las prácticas que los países utilizan para reportar información educativa.  

El Resumen Ejecutivo de los Resultados del Cuestionario muestra que los Ministerios de Educación del hemisferio regularmente realizan diversas acciones de publicación y difusión de información relacionada con el estado de los distintos niveles educativos. Esta información comprende, desde las entregas regulares de datos estadísticos sobre matrícula, hasta los resultados de pruebas estandarizadas para medir el desempeño en relación con los niveles curriculares. Además, todos los países tengan experiencias de elaboración y entrega de información destinada a objetivos y audiencias específicas: rendición de cuentas a padres de familia, información y formación de la prensa, colaboración con la academia,  gestión conjunta de proyectos con organizaciones no gubernamentales y comunidades, revisión legislativa con los congresos, solicitud de financiamiento de organismos nacionales e internacionales, etc. No obstante, con diversos grados de avance y complejidad, los países se están enfrentando al reto de informar para promover el diálogo y la colaboración constructivos entre esos actores. Para algunos observadores, los países avanzan hacia estrategias de comunicación que permitan una lectura e interpretación participativa de la información, donde las consecuencias de su publicación favorezcan la formación de consensos y estén influidas por la valoración de especialistas, sociedad civil, legisladores,  medios de difusión y autoridades.

 Para información mas detallada se puede visitar a la pagina Web de la Oficina de Educación, Ciencia y Tecnología – www.oest.oas.org .
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�.	Informe del Relator  Especial para la Libertad de Expresión, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en cumplimiento de la Resolución AG/RES 1932 (XXXIII-0/03)


�.	Artículo 13: 1. Toda Persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a). El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b). la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.





�.	[1] Véase Tercera Cumbre de las Américas, Declaración y Plan de Acción, Québec, Canadá, 20-22 de abril de 2001.  Durante la Cumbre, los Jefes de Estado y de Gobierno declararon sus compromisos de apoyar la labor del sistema interamericano de derechos humanos en el área de la libertad de expresión a través del Relator Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH, y proceder a la divulgación de jurisprudencia comparativa, y procurar garantizar que la legislación nacional sobre libertad de expresión sea congruente con las obligaciones jurídicas internacionales.


�.	[2] Véase CIDH, Informe Anual 2001, Volumen II, Informe de la Oficina del Relator Especial para la Libertad de Expresión (en adelante, Informe Anual de la CIDH, 2001), Capítulo III.  Informe sobre  la acción con respecto al Habeas Data y el derecho de acceso a la información en el Hemisferio,    OEA/Ser.L/V/II.114 Doc.5, rev. 1, 16 de abril de 2002.


�.	[3] Habeas Data es un recurso que permite la protección de la privacidad personal.


�.	[4] El Diálogo Interamericano es un centro de análisis de política, intercambio y comunicación en torno a asuntos del Hemisferio occidental.  Se puede encontrar información sobre el Diálogo Interamericano en la siguiente dirección: � HYPERLINK "http://www.thedialogue.org/" �http://www.thedialogue.org� 


�.	[5] Véase Diálogo Interamericano, supra, nota 6, Acceso a la Información en las Américas: Un informe de la conferencia, pág. 9.





_953622981.doc



CONSEJO PERMANENTE



